
Ciudad Autónoma de Buenos Aires, 10 de diciembre de 2010. 
 
 
 

En el día de los derechos humanos desde la Carrera de Trabajo 

Social, de la Universidad de Buenos Aires, queremos referirnos a los hechos 

acontecidos en el predio del Parque Indoamericano, de la Ciudad Autónoma 

de Buenos Aires. 

La preocupación sobre la ausencia o desmantelamiento de las 

políticas sociales del gobierno de la Ciudad ya fue planteada en un 

documento elaborado y firmado por un conjunto importante de docentes e 

investigadores de nuestra carrera a mediados de este año.  

En las inmediaciones de Villa Soldati tenemos funcionando 

actualmente seis Centros de Prácticas en los que llevan adelante sus 

primeras experiencias de intervención alumnos/as de nuestra carrera. 

Conocemos los problemas sociales de esta zona, como de tantas otras de la 

Ciudad, y con certeza profesional sabemos que no es real el origen de los 

problemas, que el Jefe de Gobierno expone como causa del conflicto.  

El doloroso escenario de Villa Soldati pone de manifiesto la ausencia 

de políticas públicas que garanticen la accesibilidad a los derechos humanos 

básicos y sabemos que, inexorablemente estas falencias son las que 

generan innumerables situaciones conflictivas.  

Como profesionales, docentes e investigadores queremos alertar que 

cuando los problemas sociales se plantean desde instancias de gobierno 

como generados por "otros", e inclusive por la propia población, eludiendo 

de manera vergonzosa las propias responsabilidades, esto sólo sirve para 

justificar sus acciones represivas que generan situaciones lacerantes para 

las comunidades sobre las que operan.  

La argumentación del Jefe de Gobierno “descontrol del avance de la 

inmigración ilegal”, por un lado, carece en principio de sustento estadístico 

ya que el porcentaje de inmigrantes de países limítrofes, según los censos 

de población se ha mantenido estable históricamente sin superar el 3% de 

representatividad sobre la población total. 

Por otro lado, culpabilizar a los inmigrantes de países limítrofes, como 

en este caso se ha hecho, resulta una justificación xenófoba que nos 

retrotrae a conceptos de la década del noventa y/o de la dictadura militar. 



Atribuir los conflictos sociales a los ciudadanos de países limítrofes sólo 

sirve para justificar el estado de indefensión a los que están sometidos 

nuestros conciudadanos por ausencia de políticas públicas  igualitarias en la 

Ciudad.  

La disminución del presupuesto para viviendas (del 5,3% del 

presupuesto total en 2005 al� 3,02% en 2010), la subejecución del 

presupuesto (sólo se ejecutó el 2%) destinado a viviendas para este año y 

las denuncias de sobreprecios en las obras, son ejemplos más que 

elocuentes para encontrar las causas del conflicto. 

Bernardo Salgueiro, ciudadano paraguayo, de 22 años,  Rosemary 

Churapuña, ciudadana boliviana, de 28 años y Juan Castañares Quispe, 

ciudadano boliviano, de 38 años, tres vidas que buscaban un mejor 

horizonte en nuestro país, tres muertes en Soldati que merecen todo 

nuestro más enérgico repudio y la exigencia irrenunciable de justicia. 
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